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Chihuahua, Chihuahua, a uno de septiembre de dos mil veintiséis.4 

 

Sentencia del Tribunal Estatal Electoral de Chihuahua, que se dicta en 

los presentes Juicios para la Protección de los Derechos Políticos y 

Electorales de la Ciudadanía, promovidos por personas pertenecientes a 

 
1 JDC-068/2026, JDC-075/2026, JDC-099/2026, JDC-103/2026, JDC-104/2026, JDC-105/2026, JDC-
106/2026, JDC-107/2026, JDC-108/2026, JDC-109/2026, JDC-110/2026, JDC-111/2026, JDC-
112/2026, JDC-113/2026, JDC-114/2026, JDC-115/2026, JDC-116/2026, JDC-117/2026, JDC-
118/2026, JDC-119/2026, JDC-120/2026, JDC-121/2026, JDC-122/2026, JDC-123/2026, JDC-
124/2026, JDC-125/2026, JDC-126/2026, JDC-127/2026, JDC-128/2026, JDC-129/2026, JDC-
130/2026 y JDC-131/2026. 
 
2 Dato personal protegido e información confidencial, con fundamento en los artículos 6°, apartado A 
fracción II y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo 115 de la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; artículos 5, fracciones XI y XII, y 128 de 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Chihuahua; artículos 3, 6 
fracción VI, 11 fracciones VIII y IX y 14 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de 
Chihuahua. 
3 Gerardo Cortinas Murra, Dato personal protegido, Dato personal protegido, Dato personal protegido, 
Dato personal protegido, Dato personal protegido, Dato personal protegido, Dato personal protegido, 
Dato personal protegido, Dato personal protegido, Dato personal protegido, Dato personal protegido, 
Dato personal protegido, Dato personal protegido, Dato personal protegido, Dato personal protegido, 
Dato personal protegido, Dato personal protegido, Dato personal protegido, Dato personal protegido, 
Dato personal protegido, Dato personal protegido, Dato personal protegido, Dato personal protegido, 
Dato personal protegido, Dato personal protegido, Dato personal protegido, Dato personal protegido, 
Dato personal protegido, Dato personal protegido y Dato personal protegido.  
 
4 Las fechas corresponden al año dos mil veintiséis, salvo precisión en contrario. 
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diversos grupos vulnerables, en contra de lo dispuesto por el Decreto 

número LXVIII/RFLYC/0558/2026 VIII P.E., emitido por el Congreso del 

Estado de Chihuahua, por medio de la cual se determina: 

a) El desechamiento de los Juicios de la ciudadanía, en términos de 

lo dispuesto por los apartados 4 y 7 de la presente determinación. 

 

b) La improcedencia de la solicitud de vincular al Instituto Estatal 

Electoral de Chihuahua a proceder conforme la pretensión de las 

partes promoventes, en términos de lo señalado por el apartado 7.2 

de esta sentencia. 

 

GLOSARIO 

Acto impugnado 

El Decreto No. LXVIII/RFLYC/0558/2026 VIII P.E., 
mediante el cual se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Ley Electoral y del Código Municipal, 
todos ordenamientos del Estado de Chihuahua. 

Actora/Promoventes Dato personal protegido y otras personas.5 

Código Municipal Código Municipal para el Estado de Chihuahua. 

Congreso del 
Estado 

H. Congreso del Estado de Chihuahua. 

Constitución 
Federal 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Constitución Local 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Chihuahua. 

Ley Electoral Ley Electoral del Estado de Chihuahua. 

JDC/Juicios de la 
ciudadanía 

Juicio para la Protección de los Derechos Político-
Electorales de la Ciudadanía. 

Reglamento Interior 
Reglamento Interior del Tribunal Estatal Electoral de 
Chihuahua. 

Sala Superior 
Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación. 

Tribunal Electoral Tribunal Estatal Electoral de Chihuahua. 

 
 

 
5 Vid nota 2.  
 



JDC-067/2026 Y SUS ACUMULADOS 

  3  

1. ANTECEDENTES 

 

1.1 Origen del acto impugnado. En el presente año, el Congreso del 

Estado llevó a cabo un proceso de reforma en materia político-electoral, 

el cual culminó con la expedición de diversos decretos mediante los que 

se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la 

Constitución Local, la Ley Electoral y el Código Municipal, todos para el 

Estado de Chihuahua, particularmente los Decretos No. 

LXVIII/RFLYC/0558/2026 VIII P.E., LXVIII/RFCNT/0557/2026 VIII P.E. y 

LXVIII/DRFCT/0560/2026 II D.P. 6 

 

1.2 Presentación de los medios de impugnación. El cuatro7 y seis de 

julio, las partes actoras promovieron ante este Órgano jurisdiccional 

diversos medios de impugnación, mediante los cuales controvirtieron las 

reformas locales, al estimar que son regresivas y vulneran sus derechos 

político-electorales.  

 

1.3 Recepción de los Informes Circunstanciados. En fechas quince8 

y dieciséis9 de julio, se recibieron en las instalaciones de este Órgano 

jurisdiccional los informes circunstanciados correspondientes a los 

diversos medios de impugnación.  

 

1.4 Escisión de los actos impugnados. Por medio de Acuerdos 

Plenarios de fecha siete de agosto, el Pleno de este Tribunal determinó 

escindir los medios de impugnación, 10  al actualizarse la hipótesis 

 
6 Por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Local, la Ley 

Electoral y el Código Municipal. 

 

7 No es óbice para este Tribunal señalar que, por lo que hace al medio de impugnación de clave JDC-
067/2026, la parte actora presentó, el seis de julio, un escrito de alcance dentro del plazo establecido. 
 
8 Por lo que hace a los expedientes de claves JDC-067/2026 y JDC-068/2026. 
 
9 Por lo que hace a los expedientes de claves JDC-069/ 2026 JDC-070/2026, JDC-071/2026 JDC-
072/2026, JDC-073/2026, JDC-074/2026, JDC-075/2026, JDC-076/2026 JDC-077/2026, JDC-
078/2026, JDC-079/2026, JDC-080/2026, JDC-081/2026, JDC-082/2026, JDC-083/2026, JDC-
084/2026, JDC-085/2026, JDC-086/2026, JDC-087/2026, JDC-088/2026, JDC-089/2026, JDC-
090/2026, JDC-091/2026, JDC-092/2026, JDC-093/2026, JDC-094/2026, JDC-095/2026, JDC-
096/2026, JDC-097/2026, JDC-098/2026 y JDC-099/2026. 
 
10 JDC-103/2026, JDC-104/2026, JDC-105/2026, JDC-106/2026, JDC-107/2026, JDC-108/2026, JDC-
109/2026, JDC-110/2026, JDC-111/2026, JDC-112/2026, JDC-113/2026, JDC-114/2026, JDC-
115/2026, JDC-116/2026, JDC-117/2026, JDC-118/2026, JDC-119/2026, JDC-120/2026, JDC-
121/2026, JDC-122/2026, JDC-123/2026, JDC-124/2026, JDC-125/2026, JDC-126/2026, JDC-
127/2026, JDC-128/2026, JDC-129/2026, JDC-130/2026 y JDC-131/2026. 
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normativa prevista en los artículos 345, numeral 3) de la Ley Electoral y 

143, numeral 1, fracción III del Reglamento Interior de este Órgano 

jurisdiccional. 

 

1.5 Formación de los expedientes, registro y turno. Por instrucción 

de la Presidencia de este Tribunal y atendiendo a la escisión señalada en 

el numeral anterior, mediante autos de fecha dieciséis y diecisiete de julio, 

así como once de agosto, se ordenó formar y registrar los expedientes, 

para posteriormente turnarlos a la Ponencia del Magistrado Hugo Molina 

Martínez, a efecto de llevar a cabo la sustanciación de los medios de 

impugnación presentados en contra del Decreto legislativo 

LXVIII/RFLYC/0558/2026 VIII P.E., en los términos que se detallan a 

continuación:   

 

Fecha del 
Acuerdo 

No. Expediente Promovente 
Grupo 

Vulnerable 

16 de julio JDC-067/2026 Dato personal protegido Mujeres 

16 de julio JDC-068/2026 Gerardo Cortinas Murra N/A11 

17 de julio JDC-075/2026 Dato personal protegido Mujeres 

17 de julio JDC-099/2026 Gerardo Cortinas Murra N/A 

11 de agosto JDC-103/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-104/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-105/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-106/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-107/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-108/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-109/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-110/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-111/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-112/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-113/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-114/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-115/2026 Dato personal protegido Indígena 

 
11 No aplica. 
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Fecha del 
Acuerdo 

No. Expediente Promovente 
Grupo 

Vulnerable 

11 de agosto JDC-116/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-117/2026 Dato personal protegido 
Diversidad 

Sexual 

11 de agosto JDC-118/2026 Dato personal protegido Mujeres 

11 de agosto JDC-119/2026 Dato personal protegido 
Diversidad 

Sexual 

11 de agosto JDC-120/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-121/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-122/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-123/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-124/2026 Dato personal protegido Indígena 

11 de agosto JDC-125/2026 Dato personal protegido Discapacidad 

11 de agosto JDC-126/2026 Dato personal protegido 
Diversidad 

Sexual 

11 de agosto JDC-127/2026 Dato personal protegido Mujeres 

11 de agosto JDC-128/2026 Dato personal protegido Mujeres 

11 de agosto JDC-129/2026 Dato personal protegido Mujeres 

11 de agosto JDC-130/2026 Dato personal protegido Mujeres 

11 de agosto JDC-131/2026 Dato personal protegido Mujeres 

 
 
1.6 Presentación de Amicus Curiae. El diecisiete de agosto, diversas 

personas presentaron un escrito en calidad de amicus curiae, mediante el 

cual formularon una serie de consideraciones y argumentos jurídicos que 

estimaron pertinentes, a efecto de ser tomados en consideración por este 

Órgano jurisdiccional al resolver los presentes juicios. 

 

1.7 Acumulación, circulación del proyecto y convocatoria. Con 

fecha treinta y uno de agosto, el Magistrado Instructor ordenó la 

acumulación de los juicios de mérito; adicionalmente, solicitó la circulación 

del proyecto de resolución correspondiente entre las Magistraturas que 

integran el Pleno de este Tribunal, con el fin de convocar a Sesión Pública 

de Pleno para su discusión y, en su caso, aprobación.  
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1.8 Cuenta en Sesión Pública de promociones recibidas con 

posterioridad a la circulación del proyecto. La Secretaría General de 

este Tribunal dio cuenta de las siguientes promociones: 

 

• Escrito signado por Sergio Javier Salais Carmona que, en 

representación de diversas personas, comparecen a este Órgano 

jurisdiccional en calidad de amicus curiae, a fin de aportar elementos 

jurídicos y contextuales que estiman relevantes para la resolución 

del Juicio de la ciudadanía de clave JDC-126/2026 

 

• Oficios suscritos por personal adscrito a la Defensoría Pública de 

Derechos Políticos y Electorales de la Ciudadanía Chihuahuense, 

en cumplimiento a los Acuerdos de fecha seis de agosto, dictados 

dentro de los expedientes de claves JDC-067/2026 y JDC-075/2026. 

 

2. COMPETENCIA 

 

Este Órgano jurisdiccional es competente para conocer y resolver los 

presentes medios de impugnación, al haber sido promovidos en contra de 

un Decreto legislativo emanado del H. Congreso del Estado de 

Chihuahua, del cual las partes actoras aducen una violación a sus 

derechos políticos y electorales. 

 

Lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 37 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chihuahua; 293 

numerales 1) y 2); 295, numerales 1), inciso a) y 3) inciso f); 302; 303, 

numeral 1), inciso d); 305, numeral 3); 332, numerales 1), 2) y 3); 350, 

numeral 1), inciso c) y 370 de la Ley Electoral del Estado de Chihuahua; 

así como los artículos 7, numeral 1, fracción V; 14 y 15 del Reglamento 

Interior del Tribunal Estatal Electoral de Chihuahua. 

 

3. ESCRITO DE AMICUS CURIAE 

 

La Sala Superior ha considerado que es posible la intervención de 

personas ajenas en los medios de impugnación, mediante la figura 
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denominada “amicus curiae” o personas amigas del tribunal, con el objeto 

de contar con elementos para un análisis general del asunto. 

 

Al respecto, la admisibilidad de un escrito de amicus curiae debe 

considerarse a la luz de la Jurisprudencia 8/2018, de rubro “AMICUS 

CURIAE. ES ADMISIBLE EN LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA 

ELECTORAL.”12, en la cual se señalan como elementos los siguientes: 

 

a) Se presente antes de la resolución del asunto; 

b) Dicha presentación sea por persona ajena al proceso; y 

c) Tenga únicamente la finalidad de argumentar el conocimiento de la 

persona juzgadora mediante razonamientos o información científica 

y jurídica pertinente para resolver. 

Si bien es cierto el contenido de un escrito de amicus curiae no es vinculante, 

cobra relevancia para este Tribunal el escuchar una opinión sobre 

aspectos de interés dentro del procedimiento y de trascendencia en la vida 

política y jurídica. 

 

En el caso, el escrito de amicus curiae, fue presentado el diecisiete de 

agosto ante la Oficialía de partes de este Órgano jurisdiccional, dentro de 

los medios de impugnación identificados con las claves JDC-067/2026, 

JDC-103/2026, JDC-104/2026, JDC-105/2026, JDC-106/2026, JDC-

107/2026, JDC-108/2026, JDC-109/2026, JDC-110/2026, JDC-111/2026, 

JDC-112/2026, JDC-113/2026, JDC-114/2026, JDC-115/2026, JDC-

116/2026, JDC-117/2026, JDC-118/2026, JDC-119/2026, JDC-120/2026, 

JDC-121/2026, JDC-122/2026, JDC-123/2026, JDC-124/2026, JDC-

125/2026, JDC-126/2026, JDC-127/2026, JDC-128/2026, JDC-129/2026, 

JDC-130/2026 y JDC-131/2026, por diversas ciudadanas y ciudadanos, 

así como representantes de las organizaciones civiles FÁTIMA, I.B.P. y el 

Programa Compañeros, A.C., con el propósito de aportar elementos 

técnicos, datos estadísticos e interpretación de carácter histórica con 

relación a los referidos Juicios de la ciudadanía, interpuestos en contra de 

las reformas establecidas en el Decreto que se impugna. 

 
12 Consultable en el portal electrónico https://www.te.gob.mx/ius2021/#/8-2018. 

https://www.te.gob.mx/ius2021/#/8-2018
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Dicho escrito sostiene que restringir las facultades reglamentarias e 

interpretativas de la autoridad administrativa electoral y de este Tribunal, 

así como de limitar el alcance de las acciones afirmativas para mujeres y 

grupos vulnerables, transgrede el principio de progresividad y paridad de 

género, contemplados en el artículo 1° de la Constitución Federal. 

 

Al respecto, este Órgano jurisdiccional considera que el escrito en carácter 

de amicus curiae, presentado por las referidas organizaciones civiles y las 

diversas ciudadanas y ciudadanos, satisface los elementos siguientes: 

 

a) Quienes lo suscriben acuden en su carácter de personas físicas y 

representantes de organizaciones civiles que, en los presentes 

Juicios de la ciudadanía, no ostentan la calidad de partes actoras, 

demandadas o terceras interesadas, pues aducen el impulso de 

su actuación por el interés cívico de que se garantice una protección 

a los derechos políticos y electorales. 

 

b) El criterio de oportunidad se encuentra satisfecho, toda vez que el 

escrito de amicus curiae fue presentado el diecisiete de agosto, es 

decir, previo a la emisión de la presente resolución por el Pleno 

de este Tribunal. 

 

c) El escrito ofrece un análisis de carácter técnico-jurídico, fundado 

en estándares de convencionalidad, una recapitulación histórica 

contextualizada sobre la política contemporánea del Estado de 

Chihuahua y un desglose de datos estadísticos sobre la 

subrepresentación del género femenino y de grupos vulnerables en 

los Ayuntamientos y en el Congreso. 

 

d) Las consideraciones expresadas en el referido escrito se orientan 

a enriquecer el debate sobre el control de constitucionalidad y 

convencionalidad del Decreto impugnado, sin buscar un beneficio 

particular ni alegar derechos propios. 
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e) El escrito reconoce formalmente la naturaleza no vinculante de 

la figura de amicus curiae y, quienes lo suscriben, solicitan que sus 

razonamientos sean tomados en consideración de manera 

ilustrativa al momento de resolver. 

 

Lo anterior se estima de esa forma, en virtud de que el escrito de amicus 

curiae es considerado como un espacio deliberativo mediante el cual un 

Órgano jurisdiccional se allega de información relevante sobre 

determinados hechos o bien, una opinión interpretativa sobre los puntos 

de derecho que se encuentran en la discusión. 

 

Es entonces que, la finalidad del escrito en carácter de amicus curiae, es 

incorporar mayores elementos para que los tribunales enriquezcan la 

discusión y tomen una decisión más informada respecto de los asuntos 

puestos a su jurisdicción. 

Por tanto, se considera que el referido escrito pudiera aportar elementos 

que resulten relevantes y útiles para la resolución del presente asunto, 

conforme a lo establecido por la Sala Superior en la Jurisprudencia 8/2018 

anteriormente citada, sin embargo, dada su naturaleza, su admisión 

dependerá a su vez de los medios de impugnación en los que fue 

presentado, situación que se determinará en párrafos subsecuentes. 

 

4. DESECHAMIENTO 

 

4.1 Improcedencia de los Juicios de la ciudadanía JDC-068/2026 y 

JDC-099/2026 por falta de interés jurídico del promovente. 

 

Con independencia de que pudiera actualizarse alguna otra causal de 

improcedencia prevista en la Ley Electoral, este Tribunal determina que 

se deben desechar los Juicios de la ciudadanía identificados con las 

claves JDC-068/2026 y JDC-099/2026 del índice de este Órgano 

jurisdiccional, dada la falta de interés jurídico de quien los promueve, de 

conformidad con lo previsto por el artículo 309, numeral 1), inciso d) de la 

Ley Electoral. 
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Lo anterior, toda vez que el actor formula argumentos encaminados a 

controvertir disposiciones normativas que no afectan de forma real y 

directa su esfera de derechos políticos y electorales. 

 

Ello es así, en virtud de que sus agravios se limitan a considerar que las 

reformas a la Ley Electoral y al Código Municipal, plasmadas en el Decreto 

LXVIII/RFLYC/0558/2026 VIII P.E.: 

 

• Se traducen en una incompleta adecuación del principio establecido 

por el artículo 115 de la Constitución Federal, lo cual, desde su 

consideración, conlleva una afectación cierta e inminente al ejercicio 

de su derecho al voto, al razonar que para la integración total de 

regidurías en cada uno de los sesenta y siete Ayuntamientos del 

Estado de Chihuahua, sea tomado en cuenta el índice demográfico 

y las condiciones socioeconómicas de cada municipio. 

 

• Reflejan una contradicción que resulta violatoria de los principios 

rectores de certeza y seguridad jurídica, argumentando que lo 

dispuesto por los artículos 106 y 17 fracciones I a IV del Código 

Municipal, establecen reglas distintas a las señaladas por el diverso 

191 de la Ley Electoral, respecto de la composición de las regidurías 

por el principio de representación proporcional. 

 

En el caso concreto, Gerardo Cortinas Murra, actor en los Juicios de la 

ciudadanía JDC-068/2026 y JDC-099/2026, promueve en su carácter de 

ciudadano chihuahuense, afirmando que cuenta con interés jurídico en 

virtud de que el Decreto emitido por el Congreso del Estado, violenta los 

principios rectores de certeza y seguridad jurídica, argumentando además 

que la procedencia de sus juicios, se actualiza al no existir medio de 

impugnación alguno por el cual pueda ser revocado o modificado el 

Decreto ya referido, de conformidad con lo previsto por el artículo 367, 

numeral 4) de la Ley Electoral.13 

 
13 Artículo 367 
(…) 
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No obstante, el promovente no acredita que el Decreto emitido por la 

autoridad responsable haya producido un menoscabo real en sus 

derechos políticos y electorales, circunstancia que no genera por sí la 

existencia de un interés jurídico, toda vez que el acto debe repercutir de 

forma directa en la esfera de derechos de quien acude al juicio, situación 

que en el caso concreto no se actualiza. 

 

Lo anterior cobra evidencia al tomar en cuenta que este Tribunal, 

conforme a lo dispuesto por el artículo 374, numeral 1), inciso b) de la Ley 

Electoral, al resolver los Juicios de la ciudadanía, tiene como finalidad 

restituir a los actores en el ejercicio y goce de los derechos políticos y 

electorales vulnerados; luego, si en el presente caso tal violación se invoca 

sin haber acreditado una afectación real a sus intereses, es evidente que 

tal vulneración no puede ser objeto de reparación por este Órgano 

jurisdiccional. 

 

4.2 Improcedencia de los Juicios de la ciudadanía JDC-067/2026 y 

JDC-075/2026 al pretenderse declarar la no conformidad a la 

Constitución Federal de los preceptos impugnados. 

 

A su vez, resulta evidente que las pretensiones de las partes actoras en 

los Juicios de la ciudadanía JDC-067/2026 y JDC-075/2026 están 

dirigidas a que esta autoridad ejerza un control abstracto de 

constitucionalidad sobre diversas disposiciones de la Ley Electoral y el 

Código Municipal14, en virtud de que: 

 

• En los Juicios de la ciudadanía de claves JDC-067/2026 y JDC-

075/2026, las promoventes argumentan textualmente que este 

Órgano jurisdiccional debe declarar la invalidez e inaplicación de 

las porciones normativas que, a su criterio, consideran regresivas.  

 
4) La ciudadana o ciudadano podrá acudir directamente ante la autoridad jurisdiccional cuando falte 
algún requisito de los señalados con anterioridad o se corra el riesgo que la violación alegada se torne 
irreparable. 
 
14 Reformadas mediante el Decreto LXVIII/RFLYC/0558/2026 VIII P.E., impugnado en los presentes 
juicios. 
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• La actora en el JDC-067/2026 señala en sus agravios que, por falta 

de consulta previa, libre e informada, la reforma en su totalidad 

puede ser declarada inválida por vicios de procedimiento. 

 

Al respecto, resulta necesario precisar la naturaleza y los alcances del 

control de constitucionalidad en el Estado Mexicano, el cual obedece a un 

sistema mixto. Por mandato expreso del artículo 105, fracción II de la 

Constitución Federal, la Suprema Corte de Justicia de la Nación es el 

único órgano investido con facultades para ejercer un control 

concentrado de constitucionalidad sobre las leyes electorales, a 

través de la Acción de Inconstitucionalidad, siendo dicho medio de control, 

la vía exclusiva y excluyente para plantear la contradicción entre una 

norma de carácter general en materia electoral y la Constitución Federal, 

cuyo efecto, en caso de resultar fundada, es la declaración de invalidez 

con efectos generales, es decir, la expulsión definitiva de la norma del 

ordenamiento jurídico. 

 

Sirve de criterio obligatorio a lo anteriormente referido, lo dispuesto por la 

Jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 

rubro “LEYES ELECTORALES. LA ÚNICA VÍA PARA IMPUGNARLAS ES 

LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD.”15 

 

En ese sentido, este Órgano jurisdiccional se encuentra impedido para 

resolver el fondo de las pretensiones de los ya referidos Juicios de la 

ciudadanía, toda vez que se advierte que las partes promoventes solicitan 

el pronunciamiento sobre la invalidez de un Decreto aprobado por el 

Congreso del Estado. 

 

Ahora bien, respecto de la supuesta falta u omisión de realizar una 

consulta previa a la emisión del Decreto controvertido, este Órgano 

jurisdiccional advierte que el posible vicio en el procedimiento legislativo 

 
15  Jurisprudencia P./J. 25/2002, consultable en el portal electrónico 
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/165517.  

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/165517
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no puede ser objeto de estudio por este Tribunal, al escapar dicha 

circunstancia de sus facultades. 

 

Al respecto, siguiendo la línea jurisprudencial de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, los actos que integran el procedimiento legislativo 

constituyen una unidad indisoluble con la norma general emanada de ese 

procedimiento.16 

 

De tal forma que no procede impugnar cada acto legislativo en lo 

individual, en virtud de que no es posible quedar subsistente o 

insubsistente de forma aislada, sino solo a través del análisis conjunto de 

esos actos con motivo de la publicación de la norma. 

Cabe destacar que las violaciones al procedimiento legislativo escapan de 

la competencia de este Tribunal, resultando jurídicamente inviable que se 

analice la supuesta falta de consulta previa como un acto que vició el 

procedimiento legislativo y, por tanto, revisar la constitucionalidad del 

Decreto impugnado. 

 

Incluso, cuando pudiera advertirse una incongruencia en el Decreto 

impugnado, este Órgano jurisdiccional carecería de facultades para 

invalidar los preceptos contenidos en dicho acto, lo cual se traduciría en 

sujetar el Decreto a un control abstracto de constitucionalidad por el que 

se otorgan efectos generales, situación que escapa completamente de la 

competencia de este Tribunal.  

 

Lo anterior, no implica el desconocimiento del derecho humano a la 

consulta previa, sino que, por el contrario, radica en establecer la falta de 

competencia de este Tribunal para analizar el Decreto controvertido a la 

luz de un control abstracto de constitucionalidad que le corresponde 

exclusivamente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

 

 
 
16 Jurisprudencia P./J. 35/2004 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro 
“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. LOS ACTOS QUE INTEGRAN EL PROCEDIMIENTO 
LEGISLATIVO SÓLO PUEDEN IMPUGNARSE A PARTIR DE QUE ES PUBLICADA LA NORMA 
GENERAL.”, consultable en el portal electrónico https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/181396.  
 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/181396
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En efecto, al solicitar que se declare la invalidez de diversos preceptos 

legales – emanados del Decreto de reforma controvertido –, su pretensión 

radicaría entonces en la expulsión de dichas porciones normativas del 

sistema jurídico, efecto que puede ser declarado únicamente por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación a través de la Acción de 

Inconstitucionalidad, en ejercicio de las facultades previstas en el artículo 

105, fracción II de la Constitución Federal.17 

 

Por tanto, de favorecer las pretensiones aducidas por las partes actoras 

en los Juicios de la ciudadanía analizados en el presente apartado, este 

Tribunal invadiría la esfera competencial exclusiva de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, autoridad a la que, como ya se mencionó 

anteriormente, le corresponde el análisis y control del pronunciamiento en 

abstracto de las leyes en materia electoral, cuando se aduzca que no se 

ajustan a lo dispuesto por la Constitución Federal. 

 

Adicionalmente, este Tribunal no debe pasar por alto que resulta un hecho 

notorio18 que la constitucionalidad del Decreto LXVIII/RFLYC/0558/2026 

VIII P.E. será analizada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a 

través de la Acción de Inconstitucionalidad 96/2026 y sus acumuladas 

97/2026, 99/2026 y 103/2026,19 admitida a trámite el pasado treinta y uno 

de julio, por los Ministros integrantes de la Comisión de Receso del 

referido Tribunal Constitucional.20 

 
17  Dicho precepto establece que la única vía para plantear la no conformidad de las leyes 
electorales a la Constitución Federal, es la Acción de Inconstitucionalidad; además, de 
conformidad con lo señalado por el artículo 71 de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 
105 de la Constitución Federal, en las sentencias de las Acciones de Inconstitucionalidad sobre la no 
conformidad de leyes electorales a la Constitución, la Suprema Corte sólo podrá referirse a la violación 
de los preceptos expresamente señalados en el escrito inicial. 
 
18 Al respecto, el concepto de hechos notorios y sus alcances se ilustran por la Jurisprudencia P./J. 
74/2006 (9ª.) del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con número de registro digital 
174899, de rubro “HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS GENERAL Y JURÍDICO.”, consultable en el 
portal electrónico https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/174899; así como por la Jurisprudencia I.3o.C. 
J/8 K (11ª.) del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, con número de registro 
digital 2030262, de rubro “PÁGINAS WEB O ELECTRÓNICAS. SU CONTENIDO ES UN HECHO 
NOTORIO Y SUSCEPTIBLE DE SER VALORADO EN UNA DECISIÓN JUDICIAL.”, consultable en el 
portal electrónico https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030262.  
 
19 Las cuales fueron promovidas por diversas diputadas y diputados integrantes de la Sexagésima 
Octava Legislatura del Congreso del Estado, el partido político Morena y la Comisión Estatal de los 
Derechos Humanos de Chihuahua. 

 
20  De conformidad con lo señalado por la Lista de notificaciones de la Sección de Trámite de 
Controversias Constitucionales y de Acciones de Inconstitucionalidad de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, de fecha siete de agosto del año en curso, consultable en el portal electrónico 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/174899
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030262
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En ese contexto, debe decretarse la improcedencia respecto de la 

pretensión de invalidez aducida por las actoras en los Juicios de la 

ciudadanía JDC-067/2026 y JDC-075/2026. 

 

No obstante lo anterior, en aras de garantizar el derecho de acceso a la 

tutela judicial efectiva, la improcedencia de la declaratoria de invalidez 

señalada en el presente apartado, no es obstáculo para analizar la 

diversa solicitud de inaplicación por parte de las promoventes; por 

tanto, este Tribunal asume el estudio respecto de la pretensión expresa 

de las promoventes en los Juicios de la ciudadanía JDC-067/2026 y JDC-

075/2026, pues no debe pasar inadvertido que dicha pretensión busca la 

inaplicación de ciertas porciones normativas reformadas mediante el 

Decreto impugnado. 

 

De este modo, las pretensiones hechas saber por las promoventes en 

dichos Juicios, al igual que el resto de las partes actoras, serán estudiados 

de forma subsecuente en la presente resolución, con el único propósito de 

determinar si los preceptos reclamados vulneran los derechos aducidos, 

a fin de determinar si es procedente o no su inaplicación al caso concreto. 

 
Previo a que este Tribunal emita un pronunciamiento respecto de los 

requisitos de procedencia de los presentes juicios, se estima necesario 

analizar los hechos que originaron el Decreto impugnado, así como un 

estudio preliminar de los agravios aducidos por las partes y de los 

argumentos expresados por la autoridad responsable. 

 

Dicho estudio permitirá desarrollar un marco contextual más amplio 

respecto de los hechos puestos del conocimiento de esta autoridad, el 

cual será abordado en los apartados subsecuentes, sin que ello implique 

la admisión tácita sobre la procedencia de los medios de impugnación. 

 

5. HECHOS RELEVANTES 

 
https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/notific_controversias_constit/documento/2026-
08/ListaNotificacion07082026.pdf  

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/notific_controversias_constit/documento/2026-08/ListaNotificacion07082026.pdf
https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/notific_controversias_constit/documento/2026-08/ListaNotificacion07082026.pdf
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5.1 Antecedentes e iniciativa de la reforma. 

 

A través del impulso de diversos grupos parlamentarios del Congreso del 

Estado, así como de lo ordenado por este Órgano jurisdiccional en 

diversas sentencias, de entre las cuales destaca la emitida en el 

expediente JDC-071/2023 21 , se presentó una serie de iniciativas de 

reforma en materia electoral. 

 

Con lo señalado en la referida sentencia, se buscó adecuar la legislación 

secundaria a las reformas de la Constitución Federal, corregir deficiencias 

estructurales identificadas por este Tribunal, así como fortalecer los 

principios rectores en materia electoral en el Estado de Chihuahua, en el 

marco del proceso electoral local ordinario 2026-2027. 

 

5.2 Proceso legislativo. 

 

De acuerdo con lo señalado en el Dictamen de la Comisión de 

Gobernación y Puntos Constitucionales 22 , como parte del proceso 

legislativo, se llevaron a cabo diversos ejercicios de participación a efecto 

de garantizar los derechos de diversos grupos de atención prioritaria. 

 

Al respecto, el Congreso del Estado entre los meses de febrero y octubre 

de dos mil veinticinco, ejecutó un proceso de consulta previa, libre e 

informada en diversas sedes, con la participación de personas de distintas 

etnias. Así mismo, realizó consultas de colaboración activa con personas 

con discapacidad en los años dos mil veintidós, dos mil veinticuatro y dos 

mil veinticinco. 

 

Por su parte, la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales 

fundamentó las modificaciones al marco legal, entre otros, en diversos 

 
21  Sentencia JDC-071/2023, consultable en el portal electrónico https://techihuahua.org.mx/wp-
content/uploads/2026/04/VF-testada-Cumplimiento-JDC-071.pdf  
 
22  Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, consultable en el portal 
electrónico https://www.congresochihuahua2.gob.mx/biblioteca/dictamenes/archivosDictamenes/14198.pdf  

https://techihuahua.org.mx/wp-content/uploads/2026/04/VF-testada-Cumplimiento-JDC-071.pdf
https://techihuahua.org.mx/wp-content/uploads/2026/04/VF-testada-Cumplimiento-JDC-071.pdf
https://www.congresochihuahua2.gob.mx/biblioteca/dictamenes/archivosDictamenes/14198.pdf
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ejes rectores que buscan otorgar certeza, equidad y seguridad jurídica al 

sistema electoral local, de acuerdo con lo siguiente: 

 

• Regulación de acciones afirmativas y paridad de género. Se 

estableció la obligación de postular un dos por ciento del total de 

regidurías en el Estado de Chihuahua para fórmulas integradas por 

personas de la diversidad sexual o con discapacidad permanente. 

Respecto del principio de paridad de género en los Ayuntamientos, 

el dictamen señaló que si la integración final rompe con la paridad 

de género, los ajustes se realizarán modificando exclusivamente las 

regidurías de representación proporcional, comenzando por la 

última regiduría asignada. 

 

• Bloques de competitividad. En el Dictamen de la Comisión 

respectiva, se señaló que los partidos políticos podrán elegir si 

calculan su factor de competitividad con base en el último proceso 

electoral ordinario, los dos últimos o incluso hasta los tres últimos, 

siempre y cuando el criterio sea aplicado de manera uniforme en 

toda la entidad federativa. 

 

• Representación de pueblos y comunidades indígenas. En el 

Dictamen correspondiente, se señala que se atendieron aquellas 

cuestiones que requerían una adecuación normativa, de entre las 

cuales destaca la atención a obligaciones convencionales a fin de 

garantizar el derecho a la representación política de los pueblos y 

comunidades indígenas, armonizando las modificaciones 

normativas con lo previsto por la Constitución Federal. 

 

5.3 Decreto del Congreso del Estado. 

 
Con fecha veintidós de junio, se aprobó el Decreto 

LXVIII/RFLYC/0558/2026 VIII P.E. por el Pleno del Congreso del Estado, 

mismo que se publicó en el Periódico Oficial de esta entidad federativa en 

fecha treinta de junio, el cual es el acto controvertido en los presentes 

Juicios de la ciudadanía. 



JDC-067/2026 Y SUS ACUMULADOS 

  18  

 

6. ESTUDIO PRELIMINAR 

 

6.1 Método de estudio preliminar. 

 

Para llevar a cabo el estudio preliminar de los motivos de disenso, este 

Órgano jurisdiccional realizará su análisis de forma conjunta, en virtud de 

que las personas promoventes señalan la misma pretensión, así como el 

mismo acto impugnado y la misma autoridad responsable. 

 

Lo anterior, en términos de lo señalado por la Jurisprudencia 4/2000 de la 

Sala Superior, de rubro “AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O 

SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN.”.23 

 

6.2 Estudio preliminar de los agravios. 

 

6.2.1 Violación al principio de progresividad y no regresividad de los 

derechos humanos de personas pertenecientes a grupos en 

situación de vulnerabilidad. 

 

Las personas promoventes señalan que la reforma en materia electoral 

contenida en el Decreto impugnado, disminuye o restringe las garantías 

de participación, representación y protección de los derechos político-

electorales de grupos históricamente discriminados o en situación de 

vulnerabilidad, particularmente pueblos y comunidades indígenas, 

personas de la diversidad sexo-genérica, mujeres y personas con 

discapacidad. 

 

Al respecto, se cuestiona la reducción de las facultades del Instituto 

Estatal Electoral para implementar o maximizar acciones afirmativas que 

habían permitido alcanzar determinados niveles de representación en los 

procesos electorales 2020-2021 y 2023-2024. 

 

 
23 Consultable en el portal electrónico https://www.te.gob.mx/ius2021/#/4-2000.  

https://www.te.gob.mx/ius2021/#/4-2000
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A juicio de quienes promueven, la reforma implica un retroceso 

injustificado respecto del nivel de protección previamente alcanzado 

mediante las acciones afirmativas emitidas por el Instituto Estatal 

Electoral, esto es, la restricción a las facultades del órgano electoral, dado 

que, la reforma no ofrece una justificación reforzada ni una medida 

alternativa que compense la pérdida de representación de los grupos en 

situación de vulnerabilidad, es decir, la soberanía legislativa no puede 

invocarse para validar un retroceso en los derechos político-electorales ya 

reconocidos. En consecuencia, al no actualizarse dicha excepción, la 

disposición reformada deviene indefendible ante el bloque de 

constitucionalidad. 

 

Además argumentan que, si bien es cierto el Congreso del Estado cuenta 

con libertad de configuración legislativa, dicho órgano legislativo no 

justificó de manera reforzada que la reducción de los espacios de 

representación obedeciera a una finalidad constitucionalmente imperiosa, 

ni acreditó que fuera necesaria, proporcional o que no existieran medidas 

menos restrictivas. Por ello, se considera vulnerado el principio de 

progresividad y, particularmente, de no regresividad de los derechos 

humanos. 

 

Ante tal circunstancia, consideran que no se actuó en observancia a lo 

dispuesto por los artículos 36, 37, 40 y 126 de la Constitución Local; 3, 13, 

17, 93, 104, 106 y 191 de la Ley Electoral; además de que no se observó 

el bloque de constitucionalidad y convencionalidad en materia de 

derechos humanos. 

 

6.2.2 Vulneración al derecho de representación política en cargos de 

elección popular. 

 

Las partes actoras señalan que la reforma materializada en el Decreto 

controvertido, no crea solamente un retroceso, sino que maximiza además 

la autodeterminación y autoorganización de los partidos políticos sobre la 

protección de los derechos humanos, en su vertiente político-electoral, de 

personas pertenecientes a grupos históricamente vulnerados. Lo anterior, 
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al restringir su única vía efectiva para garantizar su participación en la vida 

política, precisamente por el sistema de partidos políticos, que es a través 

del cual se desenvuelve la vida democrática del Estado. 

 

Lo anterior, considerando que se tiene una simulación de garantía de los 

derechos político-electorales, pues se emiten “medidas normativas” que 

buscan asegurar la presencia de grupos históricamente discriminados en 

los cargos de elección popular y, por otro lado, se restringen las facultades 

administrativas de la autoridad electoral, que es quien ha garantizado 

estos derechos y ahora se ve limitada bajo la maximización de los 

derechos de autodeterminación y autoorganización de los partidos 

políticos. 

 

Una vez precisado lo anterior, se efectuará una síntesis conjunta de los 

agravios aducidos por cada uno de los grupos históricamente vulnerados, 

como se desprende a continuación: 

• Personas de pueblos y comunidades indígenas. 

 

Las partes actoras señalan que la reforma en comento ha disminuido los 

números de ayuntamientos y diputaciones en los que ya se contaba con 

representación del referido grupo históricamente discriminado. Lo anterior, 

argumentando que se contaba con treinta y cuatro municipios en los 

cuales se exigía la postulación de personas pertenecientes a pueblos y 

comunidades indígenas para integrar los ayuntamientos; además, durante 

dos procesos electorales consecutivos se garantizó un distrito electoral 

local (Distrito 22) y una diputación para una mujer indígena a través del 

principio de representación proporcional.  

 

Con la reforma controvertida, aducen que se pasó de tener 

aproximadamente trece regidurías electas a través del sistema normativo 

interno, a una reducción drástica de la representación de las personas de 

pueblos originarios. Así mismo, señalan que se eliminó el distrito indígena 

y la obligación de postular mujeres indígenas en las listas de 

representación proporcional, así como los lineamientos que garantizaran 
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no solo dicha postulación, sino también su acceso al cargo y que dichas 

listas aseguraran la paridad de género. 

 

En ese sentido, consideran vulnerados los derechos previstos en los 

artículos 1, 2, 35 y 41 de la Constitución Federal; 2, 6,7 y 8 del convenio 

169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales, 3, 4, 5, 18 y 20 de la 

Declaración de la ONU sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas; y 3, 

21y 23 de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas. 

 

• Representación de las mujeres y paridad de género. 

 

Las promoventes señalan que los artículos 3 y 93, párrafos tercero y 

cuarto de la Ley Electoral, resultan omisos en establecer un mecanismo 

suficiente y adecuado para garantizar la paridad, pues no contemplan, 

entre otras cosas, registros paritarios y alternados de las candidaturas, así 

como tampoco establecen bloques de competitividad respecto de las 

postulaciones. 

 

Al respecto, argumentan que ello implicaría un riesgo más evidente para 

los Ayuntamientos, pues el Instituto Estatal Electoral, carecería de 

atribuciones para corregir eventuales brechas de género en la integración 

de los cabildos, toda vez que, al resultar génerica la normativa, no 

establece en cuáles municipios se postularán sólo mujeres para las 

presidencias municipales, limitándose a señalar que de los sesenta y siete 

ayuntamientos, habrá treinta y tres candidaturas a presidencia municipal 

de un género y treinta y cuatro del otro, lo cual desde su consideración es 

un abismo de paridad, puesto que cada partido político podrá elegir en 

dónde postula mujeres y en dónde hombres, con base en los principios de 

autodeterminación y autorregulación partidista. 

 

A su vez, señalan que la reforma contempla candidaturas de personas con 

discapacidad y de personas de la diversidad sexo genérica, sin enfoque 

de interseccionalidad y sin especificar que no podrán considerarse para 

términos del registro paritario, argumentando que tales postulaciones 
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podrán cumplir con dicha “obligación” y cumplir con la garantía de paridad, 

es decir, si se postula una candidatura para diputación o regiduría de una 

mujer de la diversidad sexual o mujer con discapacidad, o de ambos 

grupos, se tendrá por cumplida la candidatura para estos grupos 

históricamente vulnerados y se tendrá por cumplida la paridad. 

 

Por otra parte, dada la reducción en el número de regidurías en los 

Ayuntamientos compuestos por un número impar de sus integrantes, las 

partes actoras argumentan que con dicha modificación, los algoritmos de 

asignación tenderían a favorecer a las primeras posiciones de las listas de 

los partidos políticos, las cuales siguen estando mayoritariamente 

encabezadas por hombres. 

 

En ese sentido, consideran vulnerados en su perjuicio los artículos 36, 37, 

40 y 126 de la Constitución Local; 3, 13, 17, 93, 104, 106 y 191 de la Ley 

Electoral; además del bloque de constitucionalidad y convencionalidad en 

materia de derechos humanos. 

 

• Personas con discapacidad y de la diversidad sexual. 

 

Por su parte, las personas de la diversidad sexual, señalan que el Proceso 

Electoral Local 2023-2024 apenas representó un acercamiento a su 

garantía de ser representadas en espacios de elección popular, en lo 

relativo a las postulaciones para diputaciones, una por cada uno de los 

principios, y al menos seis municipios con representación para personas 

de la población LGBTIQ+ en la composición de sus Ayuntamientos. 

 

No obstante, argumentan que la reforma al artículo 93 de la Ley Electoral 

establece que: 

 

• Para el caso de diputaciones: La postulación de un total de una 

fórmula por alguno de los principios (es decir, por mayoría relativa o por 

representación proporcional) en favor de personas de la diversidad 

sexual o personas con discapacidad, pero dejando a salvo la 
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concordancia de estas postulaciones con los principios de 

autodeterminación y autoorganización partidista.  

 

• Por lo que hace a los ayuntamientos: Señalan que se reservó 

únicamente el 2% del total de las regidurías del Estado para que se 

postulen fórmulas de la diversidad sexual o de personas con 

discapacidad, lo cual a su juicio representa un retroceso, pues se 

pasó de tener certeza de los municipios en los que se tendría 

integración por estos grupos, que han sido históricamente 

discriminados, en al menos doce municipios, para ahora adaptarse 

sólo al 2% en los municipios en los que los partidos políticos 

decidan. 

 

En concreto, se establece un porcentaje de los espacios en cabildo, 

compartida entre personas con discapacidad y personas de la diversidad 

sexual como un solo bloque sin diferenciar; es decir, ambos grupos deben 

distribuir ese mismo y único porcentaje, pese a tratarse de grupos en 

situación de vulnerabilidad con necesidades, barreras de acceso y 

magnitudes demográficas, condiciones de discriminación, violencia y 

exclusión, así como características distintas entre sí. 

 

Señalan que el elemento más grave desde la óptica del principio de 

progresividad, no es solo la insuficiencia numérica de la cuota, sino la 

eliminación de la capacidad del propio Instituto Estatal Electoral para 

subsanar esa insuficiencia en el futuro. 

 

Al respecto, estiman vulnerados los derechos previstos en los artículos 1° 

párrafo tercero, de la Constitucional Federal; 36 y 37 de la Constitución 

Local y 93 de la Ley Electoral; 26 de la Convención Americana, 

interpretado sistemáticamente con el artículo 2.1 del Pacto lnternacional 

de Derechos Económicos Sociales y Culturales en su aplicación extensiva 

a derechos civiles y políticos 

 

6.2.3 Pretensión común. 
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Las partes actoras en los distintos medios de impugnación, solicitan que 

este Órgano jurisdiccional realice un control ex officio de 

constitucionalidad y convencionalidad de los artículos 3, 13, 17, 93, 

104, 106 y 191 de la Ley Electoral, con el objeto de que esta autoridad 

determine la inaplicación de dichos preceptos para el proceso electoral 

local ordinario 2026-2027. 

 

Señalan además que, en virtud de la inaplicación pretendida, se vincule 

al Instituto Estatal Electoral a efecto de que, en ejercicio de sus 

facultades, emita acciones afirmativas mediante las cuales se garantice 

el ejercicio de los derechos políticos y electorales de las personas 

pertenecientes a grupos históricamente vulnerados. 

 

 

6.3 Estudio preliminar respecto de los argumentos expresados en 

el informe circunstanciado. 

 

Conforme a lo dispuesto por los artículos 328 y 329 de la Ley Electoral, el 

Congreso del Estado, en su carácter de autoridad responsable24, remitió 

a este Órgano jurisdiccional los diversos informes circunstanciados 

respecto de los medios de impugnación presentados en contra del 

Decreto LXVIII/RFLYC/0558/2026 VIII P.E., basando sus argumentos en 

dos ejes centrales: 

 

6.3.1 Causales de improcedencia. 

 

• Falta de interés jurídico de las personas promoventes. 

 

La autoridad responsable señala que las partes actoras carecen de interés 

jurídico, en virtud de que la entrada en vigor de la reforma se traduce en 

una norma general, impersonal y abstracta que no genera un perjuicio 

inmediato ni afecta un derecho sustancial directo. 

 

 
24 Por conducto del Secretario de Asuntos Legislativos y Jurídicos. 
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• Control abstracto de constitucionalidad. 

 

En dicho informe, se argumenta que quienes promueven, pretenden 

utilizar la figura del Juicio de la ciudadanía de manera incorrecta a fin de 

que se realice un control abstracto de constitucionalidad de la norma, la 

cual es una vía reservada exclusivamente para la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, a través de la Acción de Inconstitucionalidad. 

 

• Inexistencia de un acto concreto de aplicación. 

 

El Poder Legislativo sostiene que no existe un acto concreto (como lo es, la 

asignación de diputaciones o regidurías) por el que se apliquen las normas 

controvertidas en perjuicio de las partes actoras, por tanto, argumenta que 

los agravios aducidos resultan de carácter hipotético, futuros y por ende, 

de realización incierta. 

 

6.3.2 Argumentos de fondo. 

 

• Progresividad y certeza jurídica del Decreto impugnado. 

 

El Congreso del Estado rechaza que la reforma controvertida sea de 

carácter regresivo, argumentando que garantiza uno de los principios 

fundamentales en materia electoral, como lo es la certeza, al elevar a 

rango de ley las acciones afirmativas y las reglas de paridad, evitando de 

esa manera que el Instituto Estatal Electoral emita reglas en su facultad 

de autoridad administrativa, mediante acuerdos por los cuales se ejercería 

una función materialmente legislativa, lo cual excede sus atribuciones 

constitucionales y legales. 

 

Sobre ello, afirma que la autoridad administrativa electoral únicamente 

tiene la facultad de aplicar e interpretar dichas normas dentro del ámbito 

de sus atribuciones, mas no de innovar el orden jurídico mediante la 

imposición de requisitos, restricciones o mecanismos no contemplados 

por el legislador. 
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• Incorporación de las acciones afirmativas en la legislación 

secundaria. 

 

La autoridad responsable defiende que el Decreto impugnado obliga a 

destinar el 2% de las postulaciones a fórmulas de personas con 

discapacidad permanente o de la diversidad sexual, garantizando su 

representación y sosteniendo que la legislación reformada no elimina ni 

restringe acciones afirmativas previamente existentes, sino que las 

incorpora expresamente al texto legal, con el fin de otorgar mayor certeza 

jurídica y eficacia normativa. 

 

Así mismo, la autoridad responsable destaca la creación de regidurías 

indígenas elegidas a través de sistemas normativos internos, con lo cual 

se garantiza su derecho de participación sin restricciones indebidas. 

 

• Consulta a personas de pueblos y comunidades indígenas, así 

como a personas con discapacidad. 

 

El Congreso del Estado sostiene que las medidas fueron sometidas a un 

procedimiento de consulta previa, libre, informada, culturalmente 

adecuada y de buena fe con los pueblos y comunidades indígenas, así 

como un ejercicio de colaboración con personas con discapacidad, 

desarrollados a través de las Comisiones respectivas, en cumplimiento a 

los estándares constitucionales y convencionales aplicables. 

 

Con ello, manifiesta que la reforma no sólo respeta el derecho a la 

consulta, sino que constituye el resultado de un proceso participativo que 

dota de legitimidad plena a su contenido. 

 

• Paridad de género y bloques de competitividad. 

 

Frente al agravio correspondiente a la afectación a las mujeres por los 

esquemas de asignación legislativa y en los Ayuntamientos, la autoridad 

responsable argumenta que los bloques de competitividad son una acción 
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afirmativa que evita que las mujeres sean postuladas sistemáticamente en 

municipios en los que tengan menos posibilidades de ganar, garantizando 

con ello una paridad sustantiva y no solo cuantitativa. 

 

• Reducción de regidurías en los Ayuntamientos. 

 

El Poder Legislativo aclara que la disminución del número de regidurías 

en los Ayuntamientos deriva de una adecuación institucional, amparada 

en la libertad configurativa del referido Congreso del Estado, de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 115 de la Constitución 

Federal, señalando que es una medida neutra que no violenta el principio 

de paridad de género, en virtud de que las reglas de alternancia y paridad 

se mantienen sobre el nuevo universo de cargos. 

 

6.3.3 Pretensión de la autoridad responsable. 

 

Al respecto, el Congreso del Estado, en su carácter de autoridad 

responsable, solicita a este Tribunal que decrete el desechamiento de los 

medios de impugnación, por actualizarse las causales de improcedencia 

señaladas. 

 

Por otra parte, solicita a este Órgano jurisdiccional que, en caso de entrar 

al estudio de fondo, los agravios señalados por las personas promoventes 

sean declarados como infundados, en virtud de que la reforma 

controvertida respeta y maximiza el bloque de constitucionalidad y los 

derechos humanos. 

 
7. DETERMINACIÓN 

 

Tal y como se precisó en el apartado 6.1 de la presente resolución, este 

Órgano jurisdiccional advierte que existe una identidad sustancial en la 

pretensión de las partes actoras, así como en el acto reclamado y en la 

autoridad señalada como responsable. 
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En todos los casos puestos al conocimiento de este Tribunal, la 

controversia consiste en determinar si el contenido del Decreto 

impugnado, vulnera el principio de progresividad y no regresividad en 

perjuicio de los derechos políticos y electorales de las personas 

promoventes y, si como consecuencia de ello, procede la inaplicación de 

los preceptos reformados, mediante un ejercicio de control difuso de 

constitucionalidad y convencionalidad. 

 

7.1 Improcedencia de la pretensión de las partes promoventes. 

 

Al respecto, tras el análisis realizado por esta autoridad jurisdiccional, se 

arriba a la conclusión de que las pretensiones expresadas por las partes 

actoras resultan improcedentes, dada la inexistencia de un acto concreto 

de aplicación que materialice una afectación real, directa y actual en la 

esfera jurídica de quienes promueven, de acuerdo con las 

consideraciones siguientes: 

 

7.1.1 Naturaleza heteroaplicativa del Decreto impugnado. 

 

La pretensión de las partes promoventes descansa en la premisa de que 

la sola entrada en vigor del Decreto de reforma, posee una naturaleza 

autoaplicativa, pues sostienen que los preceptos de los cuales solicitan su 

inaplicación, no se encuentran subordinados a una condición o un acto de 

aplicación posterior para desplegar sus efectos, argumentando que la sola 

incorporación al marco jurídico estatal, restringe el ejercicio de sus 

derechos políticos y electorales frente al próximo proceso electoral local 

ordinario 2026-2027. 

 

Al respecto, este Tribunal difiere de dicho argumento, toda vez que desde 

un enfoque del derecho procesal constitucional, las normas generales 

se clasifican en autoaplicativas y heteroaplicativas, en función de la 

condición temporal y material requerida para la ejecución de su mandato, 

distinguiéndolas en ese sentido: 25 

 
25  Jurisprudencia P./J. 55/97 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro 

“LEYES AUTOAPLICATIVAS Y HETEROAPLICATIVAS. DISTINCIÓN BASADA EN EL CONCEPTO 
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• Las normas autoaplicativas son aquellas que, con su sola entrada 

en vigor, vinculan a la ciudadanía a su cumplimiento, ya sea creando 

o extinguiendo situaciones concretas de derecho, sin que sea 

necesario para ello un acto de autoridad que las actualice. 

 

• Por su parte, las normas heteroaplicativas configuran un mandato 

abstracto que requiere, de manera forzosa, la realización de un 

hecho jurídico, un acto material o una resolución de autoridad para 

que el precepto legal pueda traducirse en un afectación personal y 

directa. 

 

Por su parte, en materia electoral, las leyes, códigos y reglamentos son 

de naturaleza heteroaplicativa, contrario a lo que implica la entrada en 

vigor de la reforma impugnada, la cual constituye una norma de carácter 

general, impersonal y abstracta que, por sí misma, no genera un 

perjuicio inmediato en la esfera jurídica de quienes señalan resentir 

una vulneración a sus derechos.  

 

Sobre tales circunstancias ya se ha pronunciado la Sala Superior, en los 

criterios jurisprudenciales 35/2013, de rubro “INCONSTITUCIONALIDAD DE 

LEYES ELECTORALES. SE PUEDE PLANTEAR POR CADA ACTO DE 

APLICACIÓN.”26, así como 9/2010 de rubro “COMPETENCIA. CORRESPONDE 

A LA SALA SUPERIOR CONOCER DE LAS IMPUGNACIONES DE ACTOS DE LAS 

AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS ELECTORALES ESTATALES, RELATIVOS A 

LA EMISIÓN O APLICACIÓN DE NORMAS GENERALES.”. 27 

 

En esa misma línea jurisprudencial, la Sala Superior ha determinado 

también que el acto de aplicación de una norma debe entenderse en 

sentido extensivo, ya sea que provenga de una autoridad o incluso emane 

 
DE INDIVIDUALIZACIÓN INCONDICIONADA.”, consultable en el portal electrónico 
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/198200.  
 
26 Consultable en el portal electrónico https://www.te.gob.mx/ius2021/#/35-2013. 
 
27 Consultable en el portal electrónico  https://www.te.gob.mx/ius2021/#/9-2010.  

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/198200
https://www.te.gob.mx/ius2021/#/35-2013
https://www.te.gob.mx/ius2021/#/9-2010
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de un acto jurídico en el que no intervenga la voluntad humana, siempre y 

cuando ponga de manifiesto la afectación apuntada.28 

 

En el caso concreto, al analizar el contenido del Decreto impugnado, se 

advierte que el Poder Legislativo estableció reglas y parámetros 

normativos para el registro de candidaturas, conformación de bloques de 

competitividad, así como mandatos dirigidos al Instituto Estatal Electoral, 

sin que ninguna de ellas incida en la esfera individual de derechos políticos 

y electorales de quienes aducen alguna afectación, por la sola entrada en 

vigor de las disposiciones reformadas. 

 

En cambio, para que la afectación a sus derechos en sus vertientes de 

votar, ser votado y de acceso al cargo trascienda a lo jurídicamente 

tangible, resulta necesario que ocurra un acto concreto de aplicación; por 

tanto, dicho acto podría materializarse cuando: 

 
a) El Instituto Estatal Electoral, en ejercicio de sus facultades previstas 

en el artículo 93 de la Ley Electoral, emita los acuerdos, lineamientos 

o criterios operativos, dando así una materialización normativa de 

las reglas de paridad y acciones afirmativas. 

 

b) Algún partido político apruebe internamente sus bloques de 

competitividad, dejando en desventaja a las mujeres o a personas 

pertenecientes a grupos vulnerados histórica y estructuralmente, 

amparándose en lo dispuesto por el artículo 104 de la referida Ley. 

 
c) El Consejo Estatal del Instituto Estatal Electoral, apruebe o niegue 

el registro de alguna candidatura específica, postulada por el 

principio de mayoría relativa o de representación proporcional, o en 

su caso, efectúe la asignación de diputaciones y regidurías, 

fundamentando su decisión en los preceptos impugnados. 

 

 
 
28  Jurisprudencia 1/2009, de rubro “CONSULTA. SU RESPUESTA CONSTITUYE UN ACTO 
DE APLICACIÓN DE LA NORMA CORRESPONDIENTE CUANDO DEL CONTEXTO JURÍDICO Y 
FÁCTICO DEL CASO SE ADVIERTA, QUE FUE APLICADA AL GOBERNADO.”, consultable en el 
portal electrónico  https://www.te.gob.mx/ius2021/#/1-2009.  

https://www.te.gob.mx/ius2021/#/1-2009
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Así pues, mientras no se actualice alguno de los referidos supuestos, las 

violaciones alegadas por quienes promueven son de carácter futuro e 

incierto, pues como bien se desprende de la línea jurisprudencial 

expuesta, las partes actoras construyen sus argumentos a partir de 

escenarios hipotéticos de distribución de espacios (tanto en el Congreso del 

Estado como en los distintos escenarios de composición de los Ayuntamientos), así 

como en las supuestas actuaciones partidistas y de la autoridad electoral; 

no obstante, tales escenarios no constituyen por sí solos un acto de 

autoridad y, por ende, un acto concreto de aplicación. 

 

Por tanto, se requiere ineludiblemente la formulación de algún 

planteamiento tendente a obtener el dictado de una resolución que tenga 

el efecto de revocar o modificar el acto o resolución reclamado, lo cual 

debe producir, consecuentemente, la restitución a quien promueve en el 

goce del pretendido derecho político-electoral que estima vulnerado. 

 

Es en ese sentido que, para que se pueda restituir en el goce de un 

derecho, debe primero existir una privación o menoscabo materializada 

mediante la emisión de un acto de autoridad. 

 

En el caso que nos ocupa, la jurisdicción electoral no se activa a fin de 

analizar hipótesis abstractas, pues no se está frente a una asignación de 

diputaciones o regidurías, un acuerdo de la autoridad administrativa 

electoral, un registro o una negativa del mismo, y tampoco una 

determinación concreta que se haya aplicado con base en los preceptos 

reformados (como lo es, por ejemplo, lo dispuesto por el artículo 93 de la Ley 

Electoral) en perjuicio directo, personal y tangible de las partes actoras. 

 

De ahí que el medio de defensa intentado carece de efectos restitutorios 

de carácter inmediato. 
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7.1.2 Improcedencia constitucional del control difuso (ex officio) sin 

la existencia de un acto de aplicación. 

 

Quienes promueven, refieren que este Órgano jurisdiccional se encuentra 

obligado a ejercer un control de constitucionalidad o convencionalidad ex 

officio 29 , pues en sus medios de impugnación, invocan de manera 

destacada el criterio de la otrora Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, de rubro “CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD O 

CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. LAS PERSONAS JUZGADORAS 

ÚNICAMENTE DEBEN REALIZAR SU ESTUDIO DE FORMA EXPRESA EN SUS 

RESOLUCIONES CUANDO LO SOLICITEN LAS PARTES EN JUICIO O 

CONSIDEREN QUE LA NORMA QUE DEBEN APLICAR PODRÍA RESULTAR 

INCONSTITUCIONAL O INCONVENCIONAL.”.30 

 

A partir de dicha premisa, solicitan a este Tribunal que se realice el 

contraste de los preceptos locales reformados, al señalar que son 

contrarios a la Constitución Federal y al marco convencional y, en ese 

sentido vulneran el principio de progresividad y no regresividad. 

 

Adicionalmente, las partes actoras señalan una presunta omisión en 

establecer un mecanismo suficiente y adecuado, al no contemplarse en el 

Decreto impugnado los registros paritarios y alternados de las 

candidaturas, señalando como pretensión la inaplicación del ya reformado 

artículo 93 de la Ley Electoral. 

 

No obstante, este Órgano jurisdiccional advierte que el argumento 

planteado por quienes promueven, parte de una premisa incompatible a 

los parámetros establecidos para el ejercicio del control difuso, resultando 

dicha petición improcedente a la luz del desarrollo jurisprudencial 

contemporáneo. 

 

 
29 Respecto del control judicial, significa que las personas juzgadoras tienen la facultad de controlar las 
normas que van a aplicar de cara a la Constitución y a los tratados internacionales sobre derechos 
humanos de los que el Estado Mexicano sea parte. 
 
30  Jurisprudencia 1a./J. 103/2022 (11a.), consultable en el portal electrónico 
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2024990.  
 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2024990
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En efecto, resulta necesario realizar un análisis de la figura del control 

difuso de constitucionalidad, el cual fue perfilado a partir de la resolución 

del expediente Varios 912/2010 (Caso Radilla Pacheco), así como la 

consecuente reforma al artículo 1° de la Constitución Federal en el año 

dos mil once; pues si bien es cierto todas las autoridades 

jurisdiccionales tienen el deber indudable de realizar un control de 

convencionalidad ex officio, dicho imperativo no implica que deba 

ejercerse siempre. 

 

Tan es así que la otrora Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, señaló que dicho control de constitucionalidad y 

convencionalidad no necesariamente debe ser ejercido por el solo 

hecho de ser solicitado por las partes, sino que para ello deben 

atenderse presupuestos formales y materiales de admisibilidad y 

procedencia.31 

 

Es entonces que el control de constitucionalidad y convencionalidad, en la 

vía concreta, se encuentra subordinado a la existencia de una 

controversia materializada, de acuerdo con los siguientes parámetros: 

 

• Los preceptos reformados o la norma, deben ser aplicados o estar 

próximos a ser aplicados; como se desprende del criterio invocado 

por las partes actoras, las personas juzgadoras están obligadas a 

realizar el control respecto de la “norma que deben aplicar”. 

 

• La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sido contundente al 

establecer que el control de constitucionalidad y 

convencionalidad ex officio no implica dejar de lado el estudio 

de los presupuestos procesales; al respecto, el derecho a una 

tutela judicial efectiva, previsto en el artículo 17 de la constitufción 

 
31  Criterio sostenido en la Jurisprudencia 1a./J. 85/2022 (11a.), de rubro “CONTROL DE 
CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. NO IMPLICA QUE DEBA 
EJERCERSE SIEMPRE, SIN CONSIDERAR PRESUPUESTOS FORMALES Y MATERIALES DE 
ADMISIBILIDAD Y PROCEDENCIA DE LAS ACCIONES INTENTADAS.”, consultable en el portal 
electrónico https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2024831.  

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2024831
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Federal, no exenta a quienes promueven de cumplir con las 

formalidades procesales establecidas en la ley. 

 

• El control de constitucionalidad y convencionalidad ex officio pueden 

ejecutarse sin que se dejen de estudiar los requisitos de procedencia 

legalmente establecidos, tales como la materialización a través de 

un acto de aplicación, pues el control de constitucionalidad es una 

herramienta valorativa sobre el fondo del derecho aplicado, y no así 

un mecanismo por el que se deje de lado el estudio de requisitos 

procesales de origen, tal y como lo dispuso la otrora Segunda Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el criterio 

jurisprudencial de rubro “DERECHO DE ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE 

JUSTICIA. SU APLICACIÓN RESPECTO DE LOS PRESUPUESTOS 

PROCESALES QUE RIGEN LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL.”.32 

 

Es entonces que no resulta jurídicamente viable que este Órgano 

jurisdiccional proceda a inaplicar los preceptos reformados mediante el 

Decreto controvertido, basándose únicamente en la solicitud de las partes 

actoras y apelando a una obligación de control difuso que, en el caso 

concreto, no resulta procedente. 

 

7.1.3 Principio de progresividad y principio de certeza. 

 

No pasa desapercibido que, las partes actoras en los Juicios de la 

ciudadanía argumentan que el contenido del Decreto impugnado 

constituye una medida regresiva y que, obligar a esperar un acto de 

aplicación para ejercer la revisión constitucional, actualizaría como tal una 

convalidación jurisdiccional de dicha regresividad, en detrimento de lo 

señalado por los artículos 1° de la Constitución Federal y 26 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

 

 
32  Jurisprudencia 2a./J. 98/2014 (10a), consultable en el portal electrónico 
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2007621.   

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2007621
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Al respecto, este Tribunal sostiene que la aplicación irrestricta de las 

reglas procesales no constituye, de ninguna forma, una transgresión al 

principio de progresividad, pues: 

 

• El Estado de Derecho se sostiene sobre las vías procesales, es 

decir, las reglas que limitan el actuar de las autoridades 

jurisdiccionales, no son formalismos vacíos, sino garantías 

institucionales de seguridad jurídica. 

 

• La autoridad responsable señaló que, previo a la entrada en vigor 

del Decreto impugnado, las reglas sobre paridad de género y 

acciones afirmativas se encontraban dispersas en diversos 

Acuerdos del Instituto Estatal Electoral, emitidos para cada proceso 

electoral (a saber, los procesos electorales locales 2020-2021 y 2023-2024); 

así pues, el Congreso del Estado señala que el haber elevado a 

rango de ley dichas reglas, brinda certeza jurídica y establece un 

marco regulatorio estable. 

 

• Desde la perspectiva del Poder Legislativo, la emisión de las normas 

electorales no representa como tal una regresión, sino una 

configuración de carácter competencial que asegura que los 

mecanismos de nivelación operen a través de disposiciones ciertas 

y, por tanto, objetivas. 

 

Es en ese sentido, que no resultaría jurídicamente viable dejar de 

observar las reglas procesales instruidas para la correcta 

sustanciación de los asuntos puestos al conocimiento de esta 

autoridad, pues incluso la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha 

delimitado que la interpretación garantista, en ejercicio del principio pro 

persona, no autoriza a las personas juzgadoras a dejar de observar los 

requisitos de procedencia de las vías jurisdiccionales.33 

 

 
33 A través de la Jurisprudencia 1a./J. 104/2013 (10a.) de la otrora Primera Sala de la referida Suprema 
Corte, de rubro “PRINCIPIO PRO PERSONA. DE ÉSTE NO DERIVA NECESARIAMENTE QUE LOS 
ARGUMENTOS PLANTEADOS POR LOS GOBERNADOS DEBAN RESOLVERSE CONFORME A 
SUS PRETENSIONES.”. 
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Considerar lo contrario, es decir, concluir que las normas procesales 

relativas al acto de aplicación ceden automáticamente frente a una 

interpretación abstracta del principio de progresividad, implicaría entonces 

dejar de observar el principio de certeza, así como la libertad de 

configuración legislativa reconocida a los Congresos Locales. 

 

7.2 Improcedencia para vincular al Instituto Estatal Electoral para 

emitir acciones afirmativas. 

 

Como parte de las pretensiones de quienes promovieron los Juicios de la 

ciudadanía que en la presente sentencia se resuelven, se encuentra la de 

vincular – en virtud de la inaplicación solicitada por las partes actoras – al Instituto 

Estatal Electoral a efecto de que, en ejercicio de sus facultades, emita 

acciones afirmativas a fin de garantizar el ejercicio de los derechos 

políticos y electorales de las personas pertenecientes a los grupos 

históricamente vulnerados. 

 

Al respecto, este Tribunal determina que no resulta procedente dicha 

pretensión, sin que tal determinación derive de un juicio de valor sobre la 

pertinencia material de las acciones afirmativas, sino que es consecuencia 

lógica y directa de la improcedencia respecto de la inaplicación abstracta 

de los preceptos reformados. 

 

Por tanto, al no ser procedente la inaplicación abstracta de las reformas 

contenidas en el Decreto LXVIII/RFLYC/0558/2026 VIII P.E., por falta de 

actos concretos de aplicación, la pretensión de vincular a la autoridad 

administrativa electoral a que emita acciones afirmativas que modifiquen, 

complementen o rebasen dicho marco legislativo, no puede ser 

alcanzada. 

 

No obstante, quedan a salvo los derechos de las partes actoras para 

impugnar, en el momento procesal oportuno, los actos administrativos 

concretos (ya sea acuerdos o lineamientos) que emita la referida 

autoridad, de considerar que su fundamentación y motivación particular 

lesione sus derechos políticos y electorales. 
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7.3 Improcedencia del escrito amicus curiae.  

 

Toda vez que los medios de impugnación en los cuales fue presentado el 

escrito de amicus curiae, descrito en la presente resolución resultaron 

improcedentes y, en consecuencia, procedió su desechamiento, de 

igual medida se determina la improcedencia del citado escrito, en virtud 

de que dada su naturaleza, si los Juicios de la ciudadanía en los que se 

pretendía dar una opinión, no fueron admitidos por este Tribunal, por 

prelación lógica la misma suerte debe seguir el escrito de referencia. 

 

8. FORMATO DE LECTURA FÁCIL 

 

Constitucionalmente, el derecho de acceso a la justicia garantiza que las 

resoluciones que dicten las autoridades jurisdiccionales sean emitidas de 

manera pronta, completa e imparcial; así pues, las sentencias deben ser 

completas, eficaces y entendibles para quien acuda a tales autoridades 

en búsqueda de una resolución a su favor. 

 

Al respecto y en virtud de que las personas, pueblos y comunidades 

indígenas se han enfrentado histórica y sistemáticamente a barreras para 

acceder a la justicia en igualdad de condiciones, el Poder Judicial de la 

Federación ha determinado que las resoluciones judiciales que decidan 

sobre aspectos que conciernen a personas o grupos en situación de 

vulnerabilidad, deben emitirse también en formato de lectura accesible y 

sencilla, así como traducirse a la lengua indígena respectiva, además del 

formato comúnmente denominado tradicional, con el objeto de que 

puedan participar en igualdad de condiciones en el sistema de justicia y 

hacer efectivo el derecho que tienen a comprender la información en un 

lenguaje simple, que no sea técnico e inaccesible.34 

 
34 Tesis Aislada VI.3o.A.6 K (12a.), con número de registro digital 2032138, de rubro “SENTENCIAS 
EN FORMATO DE LECTURA ACCESIBLE Y SENCILLA. DEBEN EMITIRSE CUANDO 
INTERVENGAN PERSONAS O GRUPOS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD, ASÍ COMO EN 
OTROS SUPUESTOS DE TRASCENDENCIA.”, consultable en la liga electrónica 
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2032138.  
 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2032138
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Dicho formato, no debe ser idéntico en todos los casos, sino que estará 

determinado por las características específicas de quienes promueven, 

atendiendo a la lengua o idioma en que se comunica, al tipo de 

discapacidad que tienen, entre otras, advirtiendo además que el formato 

de lectura fácil no sustituye la estructura acostumbrada de las sentencias, 

pues se trata de un complemento de la misma, siendo esto acorde con un 

modelo de igualdad y de acceso a la justicia. 

 

En ese sentido, esta autoridad jurisdiccional debe asegurar el acceso a la 

justicia mediante la emisión de un resumen de la presente resolución con 

un formato de lectura fácil y accesible. 

 

Por lo anterior, se presenta la sentencia en formato de lectura fácil, en los 

siguientes términos: 

 
“Las Magistradas y el Magistrado que integramos el Tribunal Electoral, 

resolvimos sobre la queja que presentaste en contra del Decreto de reforma en 

materia electoral que emitió el Congreso del Estado. 

 
Como lo expresaste en tu escrito, acudiste a nosotros porque consideraste que 

la reciente reforma electoral en nuestro estado implica un retroceso para tus 

derechos políticos y electorales. 

 
Nos explicaste que, al pertenecer a un grupo históricamente vulnerado, la nueva 

reforma limita al Instituto Electoral para crear acciones y reglas que aseguren tu 

participación en los cargos públicos. 

 
¿Qué resolvió el Tribunal Electoral? 

En este momento, el Tribunal decidió que no es posible eliminar o inaplicar esta 

reforma electoral a tu caso concreto. 

 
¿Por qué tomamos esta decisión? 

Porque resulta importante señalar que las reformas recién aprobadas son 

generales, es decir, para que nosotros como personas juzgadoras podamos 

revisar si una ley vulnera tus derechos, necesitamos que esa ley se haya 

aplicado en un caso que te cause una afectación (a esto le llamamos “un acto 

de aplicación”), por ejemplo, si la autoridad, usando los artículos reformados, te 

niega un registro como candidata o candidato. 
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Como la ley aún no ha sido aplicada para negarte algo en específico, 

consideramos que los daños que mencionas son situaciones que aún no 

ocurren. 

 
Por tanto, si no existe un acto en el que se aplique la ley, el Tribunal no puede 

intervenir para juzgarla en este momento. 

 
¿Qué pasará en el futuro? 

Tus derechos están a salvo. Esto significa que si en el futuro, la autoridad 

electoral o los partidos políticos aplican estas nuevas reglas, de forma que se te 

deje en desventaja, puedes volver a presentar una queja ante nosotros. 

 
Por ahora, el Tribunal no obligará al Instituto Electoral a crear nuevas reglas o 

acciones afirmativas, como lo solicitaste.” 

 

Al respecto, se vincula a la Secretaría General de este Tribunal a efecto 

de que realice las gestiones necesarias para la traducción de la síntesis 

de la presente resolución a las lenguas indígenas de las personas 

promoventes35, de conformidad con lo señalado en el ANEXO 1 de esta 

determinación. 

 

Lo anterior, con fundamento en lo previsto por el artículo 2°, apartado A, 

fracción XI de la Constitución Federal y en apego a lo establecido en la 

Jurisprudencia 46/2014 de la Sala Superior, de rubro “COMUNIDADES 

INDÍGENAS. PARA GARANTIZAR EL CONOCIMIENTO DE LAS SENTENCIAS 

RESULTA PROCEDENTE SU TRADUCCIÓN Y DIFUSIÓN.”.36 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, este Tribunal Estatal Electoral 

de Chihuahua:  

 

RESUELVE 

  

PRIMERO. Se desechan los Juicios de la ciudadanía, en los términos 

precisados en los apartados 4 y 7 de la presente resolución y, en 

consecuencia, se determina la improcedencia del escrito de amicus 

curiae presentado en los mismos. 

 
35 N’dee/N’nee/Ndé, Otomí, Rarámuri, Rarámuri de la Alta y Chinanteco. 
 
36 Consultable en el portal electrónico https://www.te.gob.mx/ius2021/#/46-2014.  

https://www.te.gob.mx/ius2021/#/46-2014
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SEGUNDO. Resulta improcedente la solicitud de vincular al Instituto 

Estatal Electoral a emitir acciones afirmativas en términos de lo solicitado 

por las partes promoventes, de conformidad con lo expuesto por el 

apartado 7.2 de la presente determinación. 

 

TERCERO. Se vincula a la Secretaría General de este Tribunal, a efecto 

de que realice las gestiones necesarias para la traducción de la síntesis 

de la presente resolución a las lenguas indígenas de las personas 

promoventes. 

 

CUARTO. Se solicita a la Secretaría General de este Órgano 

jurisdiccional realice la versión pública de la presente sentencia. 

 

NOTIFÍQUESE: 
 

a) Personalmente: 
 

i. A Gerardo Cortinas Murra, en el domicilio señalado para tal 

efecto. 

ii. A las demás partes actoras, por conducto de la Defensoría 

Pública de los Derechos Políticos y Electorales de la 

Ciudadanía Chihuahuense, en el domicilio señalado para 

tales efectos, de manera conjunta con los formatos de lectura 

fácil en los términos precisados por el punto resolutivo 

TERCERO de esta determinación; 

 

b) Por oficio al H. Congreso del Estado de Chihuahua, en su 

carácter de autoridad responsable y; 

 

c) Por estrados a Dato personal protegido y las demás personas 

interesadas. 

 

Así lo resolvieron, por unanimidad de votos, las Magistradas y Magistrado 

que integran el Pleno del Tribunal Estatal Electoral de Chihuahua. La 
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Secretaria General da fe que la presente resolución se firma de manera 

autógrafa y electrónica. DOY FE. 

 

 

 

 

HUGO MOLINA MARTÍNEZ 

MAGISTRADO PRESIDENTE 

 
 

 
 
 
 

 

SOCORRO ROXANA 

GARCÍA MORENO 

MAGISTRADA 

 
 
 

 
 
 

 

ADELA ALICIA 

JIMÉNEZ CARRASCO 

MAGISTRADA 

 

 

 

NOHEMÍ GÓMEZ GUTIÉRREZ 

SECRETARIA GENERAL 

 

Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas electrónicas certificadas, el 
cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo 
General del veintiuno de diciembre de dos mil veinte del Tribunal Estatal Electoral de Chihuahua, así 
como el Acta de Sesión Privada de fecha nueve de enero de dos mil veintitrés, por los que se implementa 
la firma electrónica certificada en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del 
trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral. 
 
La suscrita con fundamento en los artículos 300, numeral 1), inciso d) de la Ley Electoral del Estado de 
Chihuahua y 40, fracción IV del Reglamento Interior de este Órgano Jurisdiccional electoral, hago 
constar y CERTIFICO, que la presente foja forma parte de la resolución dictada en el expediente JDC-
067/2026 Y ACUMULADOS, por las Magistradas y Magistrado que integran el Pleno del Tribunal Estatal 
Electoral de Chihuahua, en Sesión Pública de Pleno, celebrada el uno de septiembre de dos mil 
veintiséis a las doce horas. Doy Fe. 
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ANEXO 1. Relación de las lenguas indígenas de las partes 

promoventes. 

 

Expediente Promovente Lengua 

JDC-103/2026 Dato personal protegido 
Rarámuri de la 

Alta 

JDC-104/2026 Dato personal protegido Rarámuri 

JDC-105/2026 Dato personal protegido 
Rarámuri de la 

Alta 

JDC-106/2026 Dato personal protegido Rarámuri 

JDC-107/2026 Dato personal protegido Rarámuri 

JDC-108/2026 Dato personal protegido Rarámuri 

JDC-109/2026 Dato personal protegido Otomí 

JDC-110/2026 Dato personal protegido Otomí 

JDC-111/2026 Dato personal protegido Rarámuri 

JDC-112/2026 Dato personal protegido N’dee/N’nee/Ndé 

JDC-113/2026 Dato personal protegido N’dee/N’nee/Ndé 

JDC-114/2026 Dato personal protegido N’dee/N’nee/Ndé 

JDC-115/2026 Dato personal protegido N’dee/N’nee/Ndé 

JDC-116/2026 Dato personal protegido Chinanteco 

JDC-120/2026 Dato personal protegido Chinanteco 

JDC-121/2026 Dato personal protegido Rarámuri 

JDC-122/2026 Dato personal protegido N’dee/N’nee/Ndé 

JDC-123/2026 Dato personal protegido N’dee/N’nee/Ndé 

JDC-124/2026 Dato personal protegido Chinanteco 
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